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ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve por conducto de abogado, el ciudadano Carlos Alfredo Suárez contra el Juzgado Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.
ANTECEDENTES

Refiere el libelo, que se instaura la acción por la mora presentada en el trámite del proceso penal que por lavado de activos y captación masiva y habitual de dinero se sigue contra el señor Carlos Alfredo Suárez, porque desde el 19 de febrero de 2009 se entregó voluntariamente a la Fiscalía para asumir su responsabilidad por esas conductas que le fueron imputadas el 20 de febrero del mismo año y que el 27 de abril se llevó a cabo la audiencia de verificación y aprobación del allanamiento, por lo que desde entonces se convocó para la audiencia de incidente de reparación integral de perjuicios y a partir de allí han transcurrido 1 año, 6 meses y 15 días, sin que se haya dictado sentencia.

Expuso que esta omisión está vulnerando los derechos fundamentales de su poderdante y de paso afecta la confianza legítima en la administración de justicia, por la dilación injustificada para que se profiera el fallo definitivo, de manera que se le mantiene sub judice sin conocer en tiempo razonable la pena para continuar su proceso de resocialización.
También refirió que la finalidad del proceso es la de emitir una sentencia para lo cual no ha existido obstáculo, por lo que pide que se dicte y luego se proceda al incidente de reparación, tal como lo establece el artículo 82 de la ley 1395 de 2010, que dispone el proferimiento del fallo y una vez en firme, se da inicio al trámite incidental referido.
Relaciona el apoderado las normas de derecho en que fundamenta su acción y transcribe la jurisprudencia que en su sentir permite establecer que el operador judicial está desconociendo la aplicación de las normas sustanciales de derecho, por lo cual  pretende que se ordene al Juez Especializado, dictar la sentencia contra Carlos Alfredo Suárez, sin perjuicio de continuar por separado con el incidente de reparación de perjuicios.
Notificada la demanda al funcionario accionado, aceptó que efectivamente el 27 de abril de 2009 se realizó la audiencia de sentido de fallo, luego de haberse impartido aprobación a la aceptación de cargos por parte del acusado Carlos Alfredo Suárez, acto al que comparecieron los representantes de las víctimas quienes manifestaron su interés en la reparación integral cuyo incidente solo fue iniciado en septiembre del mismo año debido a la vinculación de una considerable cantidad de terceros.
Indicó que al realizarse la audiencia del 30 de octubre siguiente se interpuso un recurso de apelación, el cual fue desatado por el Tribunal con decretó nulidad, razón para haber convocado a nueva audiencia el 29 de julio de 2010, en la que se llegó a un acuerdo conciliatorio con varios apoderados de algunos afectados, pero continuó respecto de los demás, en cuyo interregno fue muerto el abogado Juan Carlos Burgos López, representante de 1.068 víctimas lo que implicó un procedimiento adicional para darle a conocer a sus poderdantes, sin que hasta hoy haya sido posible continuar el trámite.
Considera que no ha vulnerado derecho alguno y no ha existido dilación injustificada, sino que las vicisitudes procesales han dado lugar a que no se haya podido dictar la sentencia y que la mora en tal sentido se encuentre justificada.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía la posible omisión atribuida al Juzgado Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, porque pese a la aceptación de los cargos por parte de Carlos Alfredo Suárez, a la fecha no se ha dictado la sentencia que ponga fin a la actuación.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
Para el abordamiento del presente caso resulta conveniente precisar, frente a la pregonada vulneración del debido proceso o de acceso a la administración de justicia, que el abogado en su función de garante de la guarda de los derechos fundamentales del sujeto pasivo de la acción penal, debe encaminar su labor a la preservación de ellos ante el juez natural, antes que recurrir a instaurar la acción constitucional, para no desconocer el principio de la residualidad.
El tema que comprende la reclamación de los derechos,  se fundamenta en la posible mora en que ha venido incurriendo el señor Juez demandado, al no proferir el fallo que ponga fin a la acción que por los delitos de lavado de activos y captación masiva y habitual de dinero se le tramita, toda vez que hace más de un año se anunció el sentido del fallo.

En efecto como lo aceptan los extremos de esta litis, el 27 de abril de 2009 se realizó la audiencia que verificó el allanamiento libre y voluntario a los cargos por parte del señor Suárez, con ocasión de lo cual y como lo establecía para ese momento el artículo 102 de la Ley 906 de 2004, se ordenó adelantar el incidente de reparación integral de los perjuicios irrogados con las conductas punibles antes referidas.
Se cuestiona ahora por el actor que el artículo 86 de la Ley 1395 de 2010, modificó tal norma bajo la siguiente literalidad:
“Artículo 102. Procedencia y ejercicio del incidente de reparación integral. En firme la sentencia condenatoria y, previa solicitud expresa de la víctima, o del fiscal o del Ministerio Público a instancia de ella, el juez fallador convocará dentro de los ocho (8) días siguientes a la audiencia pública con la que dará inicio al incidente de reparación integral de los daños causados con la conducta criminal y ordenará las citaciones previstas en los artículos 107 y 108 de este Código, de ser solicitadas por el incidentante”.
Es efectivamente cierto que la nueva disposición varió la oportunidad para tramitar el incidente de reparación integral de perjuicios, ya que antes la consagraba a partir del anuncio del sentido del fallo para que hiciera parte del texto de la sentencia, con la finalidad de evitar a las partes recurrir a instaurar una acción ordinaria civil frente a la obligación en cabeza del infractor derivada del delito, consistente en indemnizar integralmente a las víctimas.
Con la modificación introducida se permite ahora dictar la sentencia y una vez cobre ejecutoria, se da oportunidad a las partes para que accionen mediante el incidente de reparación de perjuicios.
En el caso tramitado contra el señor Carlos Alfredo Suárez, cuando se anunció el sentido del fallo, la ley instrumental penal aún no había sido reformada de manera que se imponía al señor Juez tramitar lo relacionado con el incidente de reparación de perjuicios a partir del mencionado anuncio, de tal suerte que en acatamiento de estas disposiciones ha venido actuando en la forma indicada, sin que presente conflicto con la nueva normativa, acorde con la interpretación del artículo 40 de la Ley 153 de 1887, que dispone:
“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”.
Al margen de lo anterior, no se informa por el promotor de la acción que ante el Juzgado accionado se hubiese presentado petición sobre el asunto que refiere el libelo tutelar y menos aún, que el juez le hubiera cerrado esta posibilidad, porque el demandante no ha concurrido ante el juez natural a efectuar el planteamiento en el sentido de que proceda a proferir el fallo acorde con la nueva normativa, lo cual sin la menor duda está reflejando que aún no ha hecho uso del medio de defensa judicial.
Significa lo anterior que en observancia del principio de residualidad, la acción de tutela deviene impróspera, toda vez que no ha acudido a agotar las vía judiciales ordinarias
 y en cambio ahora pretende por tutela solicitar la aplicación del derecho que en su sentir le asiste, cuya omisión imputa al juez especializado.
No puede pasar inadvertido la Colegiatura que la función básica del defensor es la de ser garante de los derechos de todo orden que le asisten a su prohijado, procurando siempre una recta y cumplida administración de justicia, principios condensados a través de la celeridad y eficiencia
, como bien lo ha indicado el gestor del accionante, para lo cual es necesario desplegar toda la actividad al interior de la acción ordinaria.

De otra parte, la posible omisión que el actor radica en cabeza del accionado, no se aprecia como violatoria el derecho al debido proceso porque el adelantamiento del incidente de reparación integral previo a la lectura del fallo de primer grado, está soportado en la ley vigente al tiempo de iniciarse esa actuación procesal, de manera que el operador judicial no ha actuado en forma caprichosa o en desconexión con el ordenamiento jurídico.
Las precedentes reflexiones conducen a la Colegiatura a concluir que lo pretendido por la vía del artículo 86 Constitucional, debe ser objeto de planteamiento inicial ante el juez natural, para que tenga éste la oportunidad de pronunciarse en torno a la aplicación retroactiva de la norma contenida en el artículo 86 de la Ley 1395 de 2010, frente a la formalidad del juzgamiento iniciado bajo el imperio de la que fue modificada, de tal suerte que si las resultas le son adversas, tiene la prerrogativa de ejercer los derechos que le provee las reglas instrumentales.
Finalmente tampoco puede pasar desapercibido la Magistratura, que nos encontramos frente a un proceso de especial complejidad dada la gran cantidad de personas que resultaron víctimas de las conductas puebles por las cuales vienen siendo juzgado el señor Suárez, lo que de suyo torna bien difícil la solución del caso dentro de los términos legalmente establecidos como sería lo deseable, por lo que si bien se advierte que los mismos han sido superados, las circunstancias propias de su desarrollo y los muchos miles de ofendidos que buscan la efectividad de sus derechos a la verdad, justicia y reparación –los cuales igualmente le son reconocidos por la Constitución y la ley– han hecho imposible la culminación del incidente de reparación para que forme parte de la sentencia de primera instancia como lo exigen los artículos 102 primigenio y 105 de la Ley 906 de 2004.
Los argumentos esgrimidos permiten a la Sala arribar a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no surge aquella manifiesta violación del derecho fundamental reclamado, por lo que habrá de negarse tal protección.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Negar por improcedente la protección de los derechos fundamentales invocados mediante apoderado por el ciudadano Carlos Alfredo Suárez.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
Tercero: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta sentencia.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


        Secretario

� Art. 6, Núm. 1, Decreto 2591 de 1991: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquellas se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.


� Artículos 4º y 7º de la Ley 270 de 1996
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